
INSTITUTO ANDALUZ DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

PROCESO SELECTIVO DE PROMOCIÓN INTERNA PARA INGRESO EN EL CUERPO SUPERIOR DE 
ADMINISTRADORES, ESPECIALIDAD ADMINISTRADORES GENERALES (A11100)

 CORRESPONDIENTE A LAS OFERTAS DE EMPLEO PÚBLICO 2022 Y 2023

Primera parte TEÓRICA
Segunda parte PRÁCTICA

ADVERTENCIAS:

1. No abra este cuestionario hasta que se le indique. 
2. Sólo se calificarán las respuestas marcadas en la Hoja de Examen. 
3. Este cuestionario puede utilizarse en su totalidad como borrador. 
4. El presente ejercicio, de carácter teórico-práctico, está compuesto de dos partes.
5. La  primera  parte,  de  carácter  teórico,  consta  de  105  preguntas tipo  test  con  tres 

respuestas  alternativas,  siendo sólo una de ellas  la  correcta.  Las  100 primeras  son 
preguntas ordinarias y evaluables (a contestar de la 1 a la 100 inclusive) y 5 son de 
reserva (a contestar de la 151 a 155 inclusive).

6. La segunda parte,  de  carácter  práctico,  consta de  23 preguntas tipo test  con tres 
respuestas  alternativas,  siendo  sólo  una  de  ellas  la  correcta.  Las  20  primeras  son 
preguntas ordinarias y evaluables (a contestar de la 101 a la 120 inclusive) y 3 son de 
reserva (a contestar de la 156 a 158 inclusive).

7. La  puntuación  de  cada  parte  del  ejercicio,  así  como  su  cálculo,  será  la  que  se  ha 
publicado en la correspondiente convocatoria. 

8. Si observa alguna anomalía en la impresión del cuestionario, solicite su sustitución. 
9. El tiempo total para la realización de este ejercicio es de 180 minutos.
10.Compruebe siempre que el número de la respuesta que señale en su Hoja de Examen 

es el que corresponde al número de la pregunta del cuestionario. 
11. Si  necesita  alguna  aclaración,  por  favor,  levante  la  mano  y  pídalo  en  voz  baja  al 

personal del Aula, de tal forma que se evite molestar al resto del Aula. El personal del 
Aula no le podrá dar información acerca del contenido del examen. 

Si desea un ejemplar de este cuestionario podrá obtenerlo en la siguiente página web 
www.juntadeandalucia.es/institutodeadministracionpublica   el  mismo  día  de  la   
realización del presente ejercicio.  

Consejería de  Justicia, Administración Local y Función Pública 

Instituto Andaluz de Administración Pública

http://www.juntadeandalucia.es/institutodeadministracionpublica


PARTE TEÓRICA. PREGUNTAS ORDINARIAS Y EVALUABLES

1. Dentro  de  la  estructura  de  las  Consejerías,  conforme  a  la  Ley  9/2007,  de  22  de  octubre,  de  la  
Administración de la Junta de Andalucía, la evaluación de la realización de los planes y programas de 
actuación de la Consejería por parte de los órganos directivos y el control de eficacia respecto de la 
actuación de dichos órganos, así como de las entidades públicas dependientes, corresponde al titular 
de:

A) La Viceconsejería.
B) La Secretaría General Técnica.
C) La Consejería.

2. El Código Civil, en su artículo 6, establece a propósito de la exclusión voluntaria de la ley aplicable y la  
renuncia a los derechos en ella reconocidos que:

A) Solo serán válidas si se formalizan en documento público.
B) No se podrán hacer valer frente a terceros de buena fe.
C) Solo serán válidas cuando no contraríen el interés o el orden público ni perjudiquen a terceros.

3. Según la  Ley 29/1998,  de 13  de julio,  reguladora de la  Jurisdicción Contencioso-Administrativa,  se 
tramitarán por el procedimiento contencioso-administrativo abreviado los recursos sobre cuestiones de 
personal al servicio de las Administraciones Públicas que sean competencia:

A) De  los  Juzgados  de  lo  Contencioso-Administrativo,  de  los  Juzgados  Centrales  de  lo  Contencioso-
Administrativo y de las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia.

B) De  los  Juzgados  de  lo  Contencioso-Administrativo,  de  los  Juzgados  Centrales  de  lo  Contencioso-
Administrativo, de las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia y de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional.

C) De  los  Juzgados  de  lo  Contencioso-Administrativo  y  de  los  Juzgados  Centrales  de  lo  Contencioso-
Administrativo.

4. A propósito del desistimiento en el proceso, el artículo 74.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa prevé que:

A) El recurrente podrá desistir del recurso en cualquier momento.
B) El recurrente podrá desistir del recurso en cualquier momento anterior a la sentencia.
C) El recurrente podrá desistir del recurso en cualquier momento posterior a la demanda.

5. La Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía, en relación con la ordenación funcional de la 
asistencia sanitaria, establece que se organizará en los siguientes niveles, que actuarán bajo criterios 
de coordinación:

A) Atención primaria, atención especializada y atención de urgencias.
B) Atención primaria y atención especializada.
C) Áreas de salud y zonas básicas de salud.

6. Según la  Ley 2/1998,  de 15  de junio,  de  Salud de Andalucía,  la  colaboración de la  Administración 
Sanitaria con la iniciativa privada se instrumentará a través de:

A) Los convenios singulares de vinculación y los conciertos sanitarios.
B) El contrato administrativo de servicios.
C) Las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social.

7. La vigencia prevista para los Planes de Ordenación del Territorio en la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de 
sostenibilidad del territorio de Andalucía es de:

A) Cinco años.
B) Cuatro años.
C) Indefinida.
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8. La Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas para la vivienda protegida y el suelo, NO regula como 
derecho y prerrogativa de la Administración:

A) Derechos de tanteo y retracto.
B) Permuta de viviendas.
C) Desahucio administrativo.

9. En la Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas para la vivienda protegida y el suelo, se establece 
que  el  plazo  de  duración  del  régimen  legal  de  las  viviendas,  sean  para  venta,  uso  propio  o 
arrendamiento:

A) Se determinará para cada programa en el correspondiente plan de vivienda y suelo, o, en todo caso, por 
acuerdo del Consejo de Gobierno.

B) Será de veinte años si es para arrendamiento y treinta años si es para venta.
C) Será de treinta años, en todo caso.

10. La Ley 4/1989, de 12 de diciembre, de Estadística de la Comunidad Autónoma de Andalucía, dispone que 
la  elaboración  del  Anteproyecto  del  Plan  Estadístico  y  Cartográfico  de  Andalucía  y  los  programas 
estadísticos y cartográficos anuales corresponden:

A) A la Comisión Interdepartamental Estadística y Cartográfica.
B) Al Instituto de Estadística y Cartografía de Andalucía.
C) Al Consejo Andaluz de Estadística y Cartografía.

11. El  Consejo  de  Transparencia  y  Protección  de  Datos  de  Andalucía  se  compone  de  los  siguientes 
órganos:

A) La Dirección y la Asamblea de representantes.
B) La Dirección y la Comisión Consultiva.
C) La Dirección, el Consejo de Dirección y la Comisión Consultiva.

12. Es un régimen especial del sistema de la Seguridad Social el que encuadra al grupo de:

A) Trabajadores por cuenta propia o autónomos.
B) Trabajadores agrarios.
C) Empleados de hogar.

13. NO computan para  el  cálculo  de la  base de cotización para  todas las  contingencias y  situaciones 
amparadas por la acción protectora del Régimen General de la Seguridad Social:

A) Las remuneraciones en especie.
B) Las indemnizaciones por traslado.
C) Las pagas extraordinarias.

14. El Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
8/2015, de 30 de octubre, dentro de la gestión de la Seguridad Social, cataloga a la Tesorería General de 
la Seguridad Social como:

A) Entidad Gestora.
B) Servicio común.
C) Fondo sin personalidad.

15. NO son constitutivos de accidente de trabajo:

A) Los que sufra el trabajador al ir o al volver del lugar de trabajo.
B) Las  enfermedades  o  defectos,  padecidos  con  anterioridad  por  el  trabajador,  que  se  agraven  como 

consecuencia de la lesión constitutiva del accidente.
C) Los acaecidos en el lugar de trabajo que sean debidos a dolo o a imprudencia temeraria del trabajador 

accidentado.
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16. En el ámbito de la prevención de riesgos laborales corresponde, entre otras funciones, a la Inspección 
de  Trabajo  y  Seguridad  Social,  en  los  procedimientos  de  accidentes  de  trabajo  y  enfermedades 
profesionales:

A) Elaborar  los  informes solicitados  por  los  Juzgados de lo  Social  en  las  demandas deducidas  ante  los 
mismos. 

B) Ejecutar las sentencias dictadas por los Juzgados de lo Social.
C) Interponer, en su caso, recursos contra las sentencias dictadas por los Juzgados de lo Social.

17. La Ley 36/2011,  de 10 de octubre,  reguladora de la jurisdicción social,  dispone sobre el  trámite de 
conciliación y mediación previas al proceso laboral que:

A) Para su admisión por el órgano administrativo la solicitud deberá ir firmada por Abogado o Graduado Social 
colegiados.

B) La presentación de la solicitud de conciliación o de mediación interrumpirá los plazos de caducidad y 
suspenderá los de prescripción.

C) Lo acordado en conciliación o en mediación constituirá título para iniciar acciones ejecutivas sin necesidad 
de ratificación ante el juez o tribunal.

18. En los hechos probados de la sentencia dictada en el proceso especial de despido disciplinario se 
deberán hacer constar, entre otras circunstancias:

A) El número de afiliación a la seguridad social del trabajador.
B) El número total de trabajadores de la empresa, indicando cuántos de ellos tienen un contrato temporal.
C) Si el trabajador ostenta o ha ostentado en el año anterior al despido la condición de delegado de personal, 

miembro del comité de empresa o delegado sindical.

19. Las sociedades cooperativas andaluzas de primer grado deberán estar integradas, al menos, por:

A) Dos personas socias comunes.
B) Cinco personas socias comunes.
C) Dos cooperativas de segundo grado.

20. A los fines de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres,  
NO será un criterio general de actuación de los Poderes Públicos:

A) La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar y 
todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo.

B) La  protección  de  la  paternidad,  con  especial  atención  a  la  asunción  por  la  sociedad  de  los  efectos 
derivados del embarazo, parto y lactancia.

C) La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de las  
relaciones sociales, culturales y artísticas.

21. Integran la  Administración electoral,  de acuerdo con el  artículo 7  de la  Ley 1/1986,  de 2  de enero, 
Electoral de Andalucía: 

A) La Junta Electoral Central, la Junta Electoral de Andalucía, las Provinciales y de Zona, así como las Mesas 
Electorales.

B) La Junta Electoral de Andalucía, las Provinciales y de Zona, así como los juzgados de paz.
C) La Junta Electoral de Andalucía, las Provinciales y de Zona, y los colegios electorales.

22. Las sociedades mercantiles, de acuerdo con la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la    Administración de la 
Junta de Andalucía, se crean obligatoriamente:

A) Por Ley.
B) Por acuerdo del Consejo de Gobierno.
C) Por acuerdo del Consejo de Gobierno que requerirá autorización previa por Ley.

23. ¿Qué potestad administrativa no puede ejercer una agencia de conformidad con el artículo 55 de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía?

A) La potestad sancionadora.
B) La potestad expropiatoria.
C) La potestad de autoorganización.
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24. De acuerdo con el artículo 62 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía, el órgano de contratación de las agencias administrativas es:

A) La persona titular de la Secretaría General Técnica de la Consejería de la que depende.
B) La persona titular de la Consejería de la que depende.
C) El que determine su estatuto de creación.

25. Conforme al artículo 98 de la ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía,  
las circulares son: 

A) Normas internas dictadas por los órganos superiores y directivos encaminadas a recordar a los órganos y 
unidades  que  de  ellos  dependen  la  aplicación  de  determinadas  disposiciones  o  a  establecer  su 
interpretación a fin de que sean objeto de una aplicación homogénea en Andalucía.

B) Normas internas dirigidas a establecer pautas o criterios de actuación por los que han de regirse las 
unidades dependientes del órgano que las dicta.

C) Reglas de actuación u órdenes específicas que se dirigen a un órgano jerárquicamente inferior para un 
supuesto determinado.

26. El último Estado en adherirse a la Unión Europea ha sido:

A) La república de Lituania.
B) La república de Montenegro.
C) La república de Croacia.

27. De acuerdo con los artículos 4 y 5 del Tratado de la Unión Europea, las competencias atribuidas a la  
Unión Europea son:

A) Todas las que no le atribuya el Tratado de la Unión a los Estados miembros.
B) Todas las que le atribuya específicamente el Tratado de la Unión.
C) Todas las que le atribuya específicamente el Tratado de la Unión y las que se derivan del reconocimiento 

de los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adaptada el 12 de diciembre de 2007 en Estrasburgo.

28. De acuerdo con el tratado de funcionamiento de la Unión Europea, esta tiene competencia exclusiva 
sobre:

A) La agricultura y la pesca.
B) La cohesión económica, social y territorial.
C) La política comercial común.

29. Respecto de las cartas de servicios, de acuerdo con el Decreto 317/2003, de 18 de noviembre, por el que 
se  regulan  las  Cartas  de  Servicios,  el  sistema  de  evaluación  de  la  calidad  de  los  servicios  y  se 
establecen los Premios a la Calidad de los servicios públicos:

A) Corresponde elaborarlas a las unidades de nivel Servicio.
B) Se  puede  asignar  su  elaboración  a    cualquier  unidad  hasta  el  nivel  de  Servicio  dependiendo  de  la 

especificidad y magnitud de los servicios que presta esa unidad y de su impacto social, así como de su 
autonomía y singularidad gestora.

C) Surten efectos desde su aprobación, independientemente de su publicación en BOJA.

30. De acuerdo con la ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía,  
el primer paso para la redacción de un proyecto de un reglamento es:

A) La realización de una consulta pública en los términos establecidos en la normativa básica estatal y en la 
Ley 7/2017, de 27 diciembre, de Participación Ciudadana de Andalucía. 

B) La redacción de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo.
C) La redacción del articulado del proyecto.
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31. Respecto  de  las  leyes  de  armonización  de  las  disposiciones  normativas  de  las  comunidades 
autónomas, es cierto que:

A) Son leyes orgánicas, puesto que se han de aprobar por mayoría absoluta del Congreso de los Diputados.
B) Corresponde la apreciación de su necesidad al Senado, que es la cámara de representación territorial, por 

mayoría absoluta.
C) Corresponde la  apreciación  de  su  necesidad a  la  Cortes  Generales,  por  mayoría  absoluta  de  ambas 

cámaras.

32. Las leyes marco:

A) Armonizan la legislación autonómica en materia de competencia exclusiva de las comunidades autónomas.
B) Autorizan a legislar a las asambleas autonómicas sobre materias de competencia estatal.
C) Son leyes orgánicas que autorizan a legislar a las asambleas autonómicas sobre materias de competencia 

estatal.

33. Un órgano colegiado en la Administración de la Junta de Andalucía que se crea por tiempo indefinido 
para el ejercicio de funciones públicas permanentes se instituye:

A) Indistintamente por orden o por decreto del Consejo de Gobierno.
B) Por orden de la Consejería de la que depende el órgano.
C) Siempre por decreto del Consejo de Gobierno.

34. ¿Qué figura supone una alteración de la titularidad de la competencia? 

A) La delegación en órganos no jerárquicamente dependientes.
B) La delegación en órganos jerárquicamente dependientes.
C) La avocación.

35. De acuerdo con el principio de tipicidad que figura en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público:

A) Las  disposiciones  reglamentarias  de  desarrollo  pueden  introducir  especificaciones  o  graduaciones  al 
cuadro  de  las  infracciones  o  sanciones  establecidas  legalmente  sin  constituir  nuevas  infracciones  o 
sanciones.

B) El  ejercicio  de  la  potestad  sancionadora  corresponde  a  los  órganos  administrativos  que  la  tengan 
expresamente atribuida, por disposición de rango legal o reglamentario. 

C) Las  disposiciones  reglamentarias  de  desarrollo  pueden  introducir  especificaciones  o  graduaciones  al 
cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legalmente sin constituir nuevas infracciones, pero sí 
sanciones diferentes. 

36. La afectación de un bien de acuerdo con la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía es: 

A) El acto por el cual un bien o derecho perteneciente a la comunidad autónoma de Andalucía o entidad 
dependiente de ella es destinado a un uso o servicio público.

B) La incorporación de un bien al patrimonio de la Junta de Andalucía.
C) Una situación jurídica que solo puede producirse por un acto expreso.

37. Es un derecho básico de las personas consumidoras y usuarias, de acuerdo con el artículo 8 del Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias: 

A) La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos.
B) La realización de reclamaciones ante las empresas.
C) El desistimiento cuando se realiza una compra con la que no se queda satisfecho.

38. Según el articulo 75 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, los bienes adquiridos por la comunidad autónoma de Andalucía se presumirá que son: 

A) De carácter demanial.
B) De dominio privado.
C) De carácter público.
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39. La sanción disciplinaria de separación del servicio, de acuerdo con la Ley 5/2023, de 7 de junio, de la 
Función Pública de Andalucía, la impondrá:

A) El Consejo de Gobierno.
B) La persona titular de la Consejería donde esté destinada la persona funcionaria.
C) La persona titular de la Consejería competente en materia de función pública.

40. Finalizado el  procedimiento mediante  sentencia  firme que imponga a  un funcionario  penas que no 
supongan la inhabilitación o suspensión de empleo o cargo público, pero determinen la imposibilidad 
de desempeñar el puesto de trabajo, se declarará la situación de suspensión firme de funciones hasta el 
total cumplimiento de la condena, con pérdida del puesto de trabajo:

A) Cuando exceda de diez meses.
B) Cuando exceda de seis meses.
C) En cualquier caso. 

41. Según el artículo 10.2 del Tratado de la Unión Europea, los Estados miembros estarán representados:

A) En el Consejo Europeo por su Jefe de Estado o de Gobierno, y en el Consejo por sus Gobiernos.
B) En la Comisión por su Jefe de Estado o de Gobierno, y en el Consejo por sus Gobiernos.
C) En el Consejo Europeo por su Jefe de Estado o de Gobierno, y en la Comisión por sus Gobiernos.

42. Según el artículo 38 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, se entiende por productos 
agrícolas: 

A) Los  productos  de  la  tierra  y  de  la  ganadería,  así  como  los  productos  de  inmediata  transformación 
directamente relacionados con aquellos.

B) Los productos de la tierra, de la ganadería y de la pesca, así como los productos de primera transformación 
directamente relacionados con aquellos.

C) Los  productos  de  la  tierra  y  de  la  horticultura,  así  como  los  productos  de  primera  transformación 
directamente relacionados con aquellos.

43. Según el artículo 103.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, 
cuando así lo autoricen las leyes, y en la forma y cuantía que estas determinen, las Administraciones 
Públicas pueden, para la ejecución de determinados actos, imponer multas coercitivas, reiteradas por 
lapsos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, en el siguiente supuesto:

A) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la persona del obligado.
B) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre los bienes del obligado.
C) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre el patrimonio del obligado.

44. En virtud del artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, 
toda notificación deberá:

A) Ser practicada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 
B) Ser practicada dentro del plazo de diez días naturales a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 
C) Ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado.

45. Según el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones  Públicas,  en  todo  caso  estarán  obligados  a  relacionarse  a  través  de  medios 
electrónicos con las Administraciones Públicas: 

A) Los representantes de un interesado.
B) Las entidades sin personalidad jurídica.
C) Las personas físicas.

46. Según el artículo 116.1 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la Junta de Andalucía, el  
Consejo de Gobierno será competente para la revisión de oficio de los actos nulos:

A) Respecto de los actos dictados por las personas titulares de las Viceconsejerías.
B) Respecto de los actos dictados por los máximos órganos de gobierno de las agencias administrativas.
C) Respecto de los actos de sus Comisiones Delegadas.
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47. Según el artículo 116.4 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la Junta de Andalucía, la  
revocación de los actos de gravamen o desfavorables y la rectificación de los errores materiales, de 
hecho o aritméticos corresponderán: 

A) Al superior jerárquico del órgano administrativo que haya dictado el acto.    
B) Al propio órgano administrativo que haya dictado el acto.    
C) A la Consejería de la que dependa el órgano administrativo que haya dictado el acto.

48. En virtud del artículo 19 del Decreto-ley 3/2024, de 6 de febrero, por el que se adoptan medidas de 
simplificación y racionalización administrativa para la mejora de las relaciones de los ciudadanos con la 
Administración de la Junta de Andalucía y el impulso de la actividad económica en Andalucía, la gestión 
coordinada de procedimientos se acordará: 

A) Por decreto del Consejo de Gobierno. 
B) Por resolución de la persona titular de la Viceconsejería competente por razón de la materia. 
C) Mediante convenio cuando se trate de distintas Administraciones públicas.

49. Según el artículo 10.1 de la Ley 6/2023, de 7 de julio, de Policías Locales de Andalucía, en los municipios 
con población igual o superior a cinco mil habitantes existirá un cuerpo de la Policía Local, que como 
mínimo será de: 

A) Cinco personas funcionarias.
B) Siete personas funcionarias.
C) Diez personas funcionarias. 

50. De acuerdo con el artículo 26.1 de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía, 
el  Sistema  Público  de  Servicios  Sociales  de  Andalucía  se  articula  funcionalmente  en  una  red  de 
prestaciones,  servicios  y  recursos,  estructurada  en  dos  niveles  de  atención  coordinados  y 
complementarios entre sí: 

A) Nivel primario de servicios sociales y nivel secundario de servicios sociales.
B) Nivel primario de servicios sociales y nivel avanzado de servicios sociales.
C) Nivel primario de servicios sociales y nivel especializado de servicios sociales.    

51. Conforme a la Ley 5/2016, del Deporte de Andalucía, el superior órgano administrativo de la Junta de 
Andalucía para la solución de litigios deportivos es:

A) La Comisión de Litigios Deportivos.
B) El Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía. 
C) El Tribunal Arbitral del Deporte de Andalucía.. 

52. En virtud del artículo 9.7 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, 
la resolución del procedimiento de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz 
corresponderá:

A) Al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía cuando se trate de Bienes de Interés Cultural.
B) A la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico cuando se trate de la 

inscripción de los bienes incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico 
Español.

C) A la persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico cuando se trate 
de la inscripción de bienes de catalogación general.

53. El instrumento para la consecución de los fines fijados en la Ley 5/2011, de 6 de octubre, del olivar de  
Andalucía, según su artículo 5, es:

A) El Plan de Fomento del Olivar.
B) El Plan Estratégico del Olivar. 
C) El Plan Director del Olivar.
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54. Según el artículo 7.1 de la Ley 2/2011, de 25 de marzo, de la Calidad Agroalimentaria y Pesquera de 
Andalucía, NO es un régimen de calidad diferenciada: 

A) La indicación geográfica de productos vitivinícolas aromatizados. 
B) La producción ecológica.
C) La indicación geográfica de productos hortícolas.

55. Según el Estatuto de Autonomía, la competencia que le corresponde a la Junta de Andalucía en materia 
de pesca marítima y recreativa en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, almadraba y pesca con 
artes menores, es:

A) Ejecutiva.
B) Exclusiva.
C) Compartida.

56. De conformidad con el artículo 16. 2 de la Ley 5/2023, de 7 de junio, de la Función Pública de Andalucía, 
en atención a su contrato, el personal laboral se clasifica en: 

A) Fijo o temporal.
B) Fijo, por tiempo indefinido o temporal. 
C) Por tiempo indefinido o temporal.

57. Según el artículo 166 de la Ley 5/2023, de 7 de junio, son principios de la potestad disciplinaria:

A) Sucesión en la responsabilidad disciplinaria.
B) Eficacia, celeridad y economía procesal.
C) Culpabilidad, presunción de inocencia y responsabilidad.

58. De conformidad con el artículo 65 de la Ley 5/2023, de 7 de junio, son retribuciones básicas personales: 

A) Las pagas extraordinarias.
B) Las retribuciones en concepto de productividad.
C) El componente de sueldo y trienios de las pagas extraordinarias.

59. En  virtud  del  artículo  57.2.a)  de  la  Ley  5/2023,  de  7  de  junio,  la  Administración  incentivará  la 
participación del personal en los procesos de promoción interna incluyendo un porcentaje mínimo de 
plazas en la oferta de empleo público o instrumento similar. ¿Cuál es ese porcentaje?

A) Un mínimo del veinticinco por ciento de plazas para la promoción interna.
B) Un mínimo del quince por ciento de plazas para la promoción interna.
C) Un mínimo del diez por ciento de plazas para la promoción interna.

60. Según el artículo 16.2 del VI Convenio del Personal Laboral de la Administración General de la Junta de 
Andalucía, el acceso a la condición de personal laboral fijo se realizará a una categoría profesional 
concreta, de acuerdo con la Oferta de Empleo Público y a través de: 

A) Turno libre.
B) Concurso-oposición.
C) Concurso o concurso-oposición.

61. En relación con el procedimiento de aprobación del presupuesto anual de la Unión Europea, señale la 
respuesta correcta.

A) La Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo una propuesta que contenga el proyecto de 
presupuesto, a más tardar el 1 de octubre del año que precede al de su ejecución.

B) El Consejo presentará al Parlamento Europeo y a la Comisión una propuesta que contenga el proyecto de 
presupuesto, a más tardar el 1 de septiembre del año que precede al de su ejecución.

C) El Consejo adoptará su posición sobre el proyecto de presupuesto y la transmitirá al Parlamento Europeo, a 
más tardar el 1 de octubre del año que precede al de la ejecución del presupuesto.
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62. En la actualidad, el marco financiero plurianual de la Unión Europea abarca un período de:

A) Tres años.
B) Seis años.
C) Siete años.

63. Laissez-Faire es un estilo de liderazgo en el que:

A) El grupo toma la iniciativa, adoptando el líder un papel facilitador.
B) El líder es quien determina la política a seguir.
C) El líder busca la participación de los miembros, compartiendo la toma de decisiones con el grupo. 

64. De acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (en adelante, LCSP) 
en relación con el precio de los contratos del sector público, señale la respuesta correcta:

A) En los contratos celebrados con precios provisionales no cabrá la revisión de precios.
B) En cualquier  caso,  se  prohíbe  el  pago  aplazado  del  precio  en  los  contratos  de  las  Administraciones 

Públicas.
C) En el precio se entenderá excluido el importe a abonar en concepto de Impuesto sobre el Valor Añadido.

65. De conformidad con la LCSP, es causa de resolución de los contratos de servicios, además de las 
generales de la Ley, la siguiente:

A) La suspensión  por  causa  imputable  al  órgano  de  contratación  de  la  iniciación  del  contrato  por  plazo 
superior a dos meses.

B) El desistimiento antes de iniciar la prestación del servicio.
C) La suspensión  por  causa  imputable  al  órgano  de  contratación  de  la  iniciación  del  contrato  por  plazo 

superior a tres meses.

66. De conformidad con la LCSP, a los efectos de elaboración de los proyectos, uno de los grupos en los 
que se clasificarán las obras, según su objeto y naturaleza, es:

A) Obras de conservación y rehabilitación.
B) Obras de reparación simple.
C) Obras de reparación simple, reforma y restauración.

67. De acuerdo con el artículo 160 de la LCSP, en el procedimiento restringido, ¿cuál de las siguientes 
afirmaciones NO es correcta?

A) Cualquier  empresa  interesada  podrá  presentar  una  solicitud  de  participación  en  respuesta  a  una 
convocatoria de licitación.

B) Solo podrán presentar proposiciones aquellos empresarios que, a su solicitud y en atención a su solvencia, 
sean seleccionados por el órgano de contratación.

C) Estará permitida toda negociación de los términos del contrato con los solicitantes o candidatos.

68. Según lo establecido en el Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General de La Hacienda Pública de la Junta de Andalucía (en adelante, TRLGHPJA), 
en  cuanto  al  reintegro,  en  los  supuestos  de  subvenciones  de  justificación  previa,  el  plazo  de 
prescripción se computará:

A) Desde la fecha en la que se ordene el pago de la subvención.
B) Desde la fecha en la que finalice el plazo de justificación.
C) Desde la fecha en la que se materialice el pago de la subvención.

69. Según el artículo 129 del TRLGHPJA, ¿quiénes son competentes para acordar e imponer las sanciones 
en materia de subvenciones?

A) Las personas titulares de las respectivas Consejerías.
B) Las personas titulares de las respectivas Consejerías y el Consejo de Gobierno cuando la sanción sea 

superior a 500.000 euros.
C) La Intervención General de la Junta de Andalucía.
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70. Según el  artículo  124  bis  del  TRGHPJA,  se  considerará  periodo de  interrupción justificada para  el 
cómputo del plazo de comprobación de la adecuada justificación de las subvenciones, el originado en el  
siguiente supuesto:

A) La aportación  de  nuevos documentos  justificativos  para  la  subsanación  de  defectos  sin  requerimiento 
previo.

B) Cuando, por cualquier medio, se soliciten datos o informes a otros órganos o unidades administrativas de la 
misma o de otras Administraciones, por el tiempo que transcurra desde la remisión de la petición hasta la 
recepción de aquellos por el órgano concedente.

C) Cuando concurra  alguna causa de fuerza  mayor  que obligue al  órgano concedente  a  interrumpir  sus 
actuaciones de comprobación, por el tiempo de duración de dicha causa.

71. El Manual de Oslo, referencia bibliográfica en innovación, y adoptado por la Comisión Europea y por la 
legislación española, define la innovación de proceso como:

A) La  introducción  de  un  bien  o  servicio  que  es  nuevo  y  está  totalmente  mejorado  respecto  a  sus 
características o usos previstos.

B) La implementación de un método de producción o de entrega nuevo o significativamente mejorado.
C) La implementación de un nuevo método de organización en las  prácticas de negocio  de la  empresa, 

entorno laboral o relaciones externas.

72. Según  lo  establecido  en  la  Ley  Orgánica  2/2012,  de  27  de  abril,  de  Estabilidad  Presupuestaria  y 
Sostenibilidad Financiera, los ingresos que se obtengan por encima de lo previsto se destinarán:

A) En la medida de los posible, a reducir el nivel de deuda pública.
B) Íntegramente, a reducir el nivel de deuda pública.
C) A minorar los remanentes de créditos existentes.    

73. Conforme a lo establecido en el artículo 39 del TRLGHPJA, en relación a la vinculación de los créditos 
autorizados en los estados de gastos del Presupuesto de la Junta de Andalucía, señale cuál de las 
siguientes afirmaciones es correcta:

A) Los gastos financiados con transferencias y otros ingresos de carácter finalista vincularán en cada sección 
y programa de gasto a nivel de capítulo y categoría de gasto o medida comunitaria.

B) Los gastos de los servicios Fondos Europeos y FEAGA vincularán en cada sección y programa de gasto a 
nivel de capítulo y fondo de financiación.

C) Tendrán  carácter  específicamente  vinculante,  con  independencia  de  su  fuente  de  financiación,  las 
subvenciones nominativas a nivel de sección, servicio, programa y subconcepto.

74. El artículo 40.10 del TRLGHPJA señala que se efectuará una retención adicional de crédito del diez por 
ciento:

A) En la adjudicación de todos los contratos de obras de carácter plurianual.
B) En los encargos a medios propios personificados previstos en el artículo 53 bis de la Ley 9/2007, de 22 de 

octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, en el momento en el que estos se ordenen.
C) En los encargos a medios propios personificados previstos en el artículo 53 bis de la Ley 9/2007, de 22 de 

octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, en el momento en que se realice el objeto del 
encargo.

75. Conforme a lo establecido en el TRLGHPJA, la competencia para autorizar las generaciones de créditos 
por ingresos efectivamente recaudados y no previstos en el Presupuesto corresponde a:

A) El Consejo de Gobierno.
B) La persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda.
C) La persona titular  de la Consejería competente en materia de Hacienda,  únicamente si  no excede de 

3.000.000 de euros.
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76. Conforme a lo establecido en el artículo 244 de la LCSP, si la obra se arruina con posterioridad a la 
expiración del plazo de garantía por vicios ocultos de la construcción, debido a incumplimiento del 
contrato por parte del contratista, responderá este de los daños y perjuicios que se produzcan o se 
manifiesten durante un plazo de:

A) Quince años a contar desde la recepción.
B) Quince años a contar desde la certificación final.
C) Diez años a contar desde la recepción.

77. Según el artículo 16 de la Orden de 19 de febrero de 2015, por la que se regula la contabilidad pública de 
la Junta de Andalucía, los documentos contables de residuos de ejercicios anteriores tendrán como 
única función la anulación de documentos que contengan la fase de:

A) Autorización reconocida.
B) Disposición reconocida.
C) Obligación reconocida.

78. Según lo establecido en el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Intervención General de 
la Junta de Andalucía, la auditoría operativa consistirá en:

A) Verificar que los actos, operaciones y procedimientos de gestión se han desarrollado de conformidad con 
las normas, disposiciones y directrices que les sean de aplicación.

B) Verificar  que los  sistemas y  procedimientos de seguimiento  de objetivos aplicados por  los  servicios  o 
entidades sometidas a control aseguran una adecuada calidad en los informes emitidos sobre consecución 
de objetivos, así como verificar el cumplimiento de los objetivos asignados a los centros gestores del gasto.

C) Verificar que los procedimientos aplicados aseguran de manera razonable el cumplimiento de la normativa 
aplicable y la consecución de la eficacia, eficiencia y economía en la gestión de los recursos públicos.

79. Conforme al artículo 105 del TRLGHPJA, en relación con la Administración de la Junta de Andalucía, sus 
agencias  administrativas,  de  régimen  especial  y  demás  entidades  sometidas  a  contabilidad 
presupuestaria, entre los estados que componen la Cuenta General se encuentra:

A) El estado de tesorería.
B) El estado de cambios del patrimonio neto.
C) El estado de endeudamiento de la Junta de Andalucía.

80. ¿Cuál de los siguientes tributos NO está cedido totalmente a la comunidad autónoma de Andalucía?

A) Impuesto sobre la electricidad.
B) Impuesto especial sobre Determinados Medios de Transporte.
C) Impuesto especial sobre Productos Intermedios.

81. Si hablamos del Marco de Desarrollo de la Junta de Andalucía, cuya misión es proporcionar un entorno 
que permita a todos los implicados en el desarrollo y en la explotación del software tener una referencia 
clara de cuáles son las directrices que han de guiar esta actividad, así como dar a conocer los recursos 
y herramientas que están a su disposición, nos estamos refiriendo a:

A) GUIA
B) SIGC
C) MADEJA

82. Según  el  artículo  11  del  Decreto  622/2019,  de  27  de  diciembre,  de  administración  electrónica, 
simplificación de procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía, la información 
general permanente y actualizada sobre los procedimientos administrativos y servicios dirigidos a la 
ciudadanía,  en cumplimiento de la  legislación del  procedimiento administrativo común,  se ofrece a 
través de:

A) El Manual para la simplificación de los procedimientos administrativos y agilización de trámites.
B) El Catálogo de Procedimientos y Servicios.
C) El Registro de Procedimientos y Servicios.
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83. El artículo 513 del Código Civil recoge que el usufructo se extingue por:

A) La reunión del usufructo y la propiedad en una misma persona.
B) La pérdida parcial de la cosa objeto del usufructo.
C) La renuncia del propietario.

84. A tenor de lo dispuesto en el artículo 1859 del Código Civil, respecto de las cosas dadas en prenda o 
hipoteca:

A) El acreedor disfrutará de su propiedad.
B) El acreedor no puede disponer de ella.
C) El acreedor gozará del usufructo sobre las mismas.

85. Dispone el artículo 1273 del Código Civil, respecto del objeto del contrato, que la indeterminación en la 
cantidad:

A) Es causa de nulidad del contrato.
B) No será obstáculo para la existencia del contrato, siempre que sea posible determinarla sin necesidad de 

nuevo convenio entre los contratantes.
C) No será admisible, debiendo formalizarse un nuevo contrato en el plazo de un mes a contar desde la 

formalización del anterior.

86. Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 284 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, mediante el contrato de concesión de servicios la Administración gestiona el servicio de 
forma:

A) Directa.
B) Indirecta.
C) Mixta.

87. La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, recoge en su artículo 34 que la 
indemnización  procedente  por  responsabilidad  patrimonial  de  las  Administraciones  Públicas  podrá 
sustituirse por una compensación en especie cuando resulte más adecuado para lograr la reparación 
debida y convenga al interés público, siempre que: 

A) Exista acuerdo con el interesado. 
B) Así lo decida unilateralmente la Administración Pública.
C) Lo solicite el interesado.

88. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad 
patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado, que según 
dispone el artículo 67 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, prescribirá, con carácter general:

A) A los dos años de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto 
lesivo. 

B) Al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. 
C) A los seis meses de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto 

lesivo.

89. De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  50  de  la  Ley  de  16  de  diciembre  de  1954  sobre  
expropiación  forzosa,  si  existiera  litigio  o  recurso  pendiente  entre  la  persona  interesada  y  la 
Administración respecto del importe de la indemnización a percibir por la persona expropiada, esta:

A) No percibiría nada en concepto de indemnización hasta la resolución del litigio.
B) Percibiría  el  80%  de  la  cuantía  fijada  como  justiprecio,  sin  perjuicio  de  la  ulterior  devolución  de  las 

cantidades indebidamente percibidas.
C) Percibiría la indemnización hasta el límite en que exista conformidad con la Administración, quedando en 

todo caso subordinada dicha entrega provisional al resultado del litigio.
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90. A tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  3  de  la  Ley  17/2007,  de  10  de  diciembre,  de  Educación  de 
Andalucía, NO forman parte del Sistema Educativo Público de Andalucía:

A) Los centros docentes públicos de titularidad de la Junta de Andalucía.
B) Todos los centros docentes públicos de titularidad de las Corporaciones locales y de otras administraciones 

públicas.
C) Los servicios, programas y actividades de la Administración educativa.

91. Dispone el artículo 63 de la Ley 9/2010, de 30 de julio, de Aguas para Andalucía, que los municipios con 
más de diez mil habitantes deberán aprobar planes de emergencia ante situaciones de sequía:

A) Cuando sean requeridos para ello por el Consejo de Gobierno.
B) Cuando sus habitantes lo soliciten mayoritariamente.
C) Obligatoriamente.

92. Según el artículo 49 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, la competencia sobre la regulación y control de las minas y de los recursos mineros, así 
como las actividades extractivas, corresponden a la comunidad autónoma como competencia:

A) Exclusiva.
B) Compartida.
C) Ejecutiva.

93. A tenor de lo dispuesto en el artículo 15 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (en adelante, Estatuto de los 
Trabajadores), el contrato de trabajo se presume concertado:

A) Por tiempo indefinido.
B) Por tiempo determinado, nunca inferior a doce meses.
C) Por seis meses.

94. El artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores entiende por despido colectivo la extinción de contratos 
de trabajo fundada en causas económicas, técnicas, organizativas o de producción cuando la extinción 
afecte al menos a diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores, en un 
periodo de:

A) Treinta días.
B) Sesenta días.
C) Noventa días.

95. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 62 del Estatuto de los Trabajadores, el delegado de personal 
representará a los trabajadores, si así lo decidieran estos por mayoría, en la empresa o centro de trabajo 
con:

A) Menos de treinta y más de quince trabajadores.
B) Entre diez y cincuenta trabajadores.
C) Entre seis y diez trabajadores.

96. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 26 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, en ningún caso el 
salario en especie podrá superar:

A) El diez por ciento de las percepciones salariales del trabajador.
B) El veinte por ciento de las percepciones salariales del trabajador.
C) El treinta por ciento de las percepciones salariales del trabajador.

97. En el artículo 13 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales se crea, 
como órgano colegiado asesor de las Administraciones públicas en la formulación de las políticas de 
prevención y órgano de participación institucional en materia de seguridad y salud en el trabajo:

A) La Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo.
B) La Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
C) El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.
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98. Entre los principios generales recogidos en el artículo 15 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
prevención de Riesgos Laborales,  con arreglo a los cuales el  empresario aplicará las medidas que 
integran el deber general de prevención, NO se encuentra:

A) Combatir los riesgos en su origen.
B) Adoptar medidas que antepongan la protección individual a la colectiva.
C) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

99. El Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, recoge en su artículo 4 que el plazo de prescripción 
de las infracciones reguladas en esta ley se computa desde:

A) La fecha de la infracción.
B) La fecha de la denuncia.
C) La fecha de diagnóstico del daño producido.

100. De acuerdo con el artículo 107 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de 
Autonomía para  Andalucía,  en los  nombramientos y  designaciones de instituciones y  órganos que 
corresponda efectuar al Parlamento de Andalucía regirá:

A) El principio de no discriminación entre hombres y mujeres.
B) El principio de presencia equilibrada entre hombres y mujeres. 
C) El principio de transversalidad entre hombres y mujeres.
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PARTE TEÓRICA. PREGUNTAS DE RESERVA

151. A efectos  de  la  Ley  7/2021,  de  1  de  diciembre,  de  impulso  para  la  sostenibilidad  del  territorio  de 
Andalucía, el suelo se clasifica en:

A) Suelo urbano y suelo rústico.
B) Suelo urbano, suelo urbanizable y suelo rústico.
C) Suelo urbano, suelo programado, suelo urbanizable y suelo rústico.

152. En caso de sobrecontratación, la empresa titular del alojamiento turístico tiene la obligación, respecto 
de la persona contratante, de:

A) Devolverle el dinero. 
B) Proporcionarle un nuevo alojamiento de la misma o superior categoría y en similares condiciones.
C) Proporcionarle un nuevo alojamiento de la misma o superior categoría y en similares condiciones, aunque 

si el importe de los nuevos servicios son inferiores NO tendrá que devolverle los importes sobrantes.

153. Según el artículo 29.2 de la Ley 3/2023, de 30 de marzo, de Economía Circular de Andalucía, para facilitar 
el reciclado de alta calidad, las entidades locales de Andalucía deberán establecer la recogida separada 
de:

A) Los aceites de cocina usados antes del 31 de diciembre de 2028.
B) Los residuos textiles antes del 31 de diciembre de 2024.
C) Los residuos domésticos peligrosos antes del 31 de diciembre de 2030.

154. Según el artículo 51 del TRLGHPJA, la propuesta de modificación presupuestaria deberá expresar su 
incidencia en la consecución de los respectivos objetivos de gasto. Están exceptuadas de la obligación 
de justificar dicha incidencia las transferencias de crédito cuyo importe no supere:

A) El dos por ciento del importe del programa presupuestario que causa alta.
B) El dos por ciento del importe del programa presupuestario que causa baja.
C) El tres por ciento del importe del programa presupuestario que causa alta.

155. Recoge el artículo 29 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, que el derecho al salario a comisión nacerá 
en el momento de realizarse y pagarse el negocio, la colocación o venta en que hubiera intervenido el 
trabajador, liquidándose y pagándose, salvo que se hubiese pactado otra cosa:

A) Al finalizar el año.
B) En el mes en el que se produzca el nacimiento del derecho.
C) Transcurrido un período de seis meses desde el nacimiento del derecho.
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PARTE PRÁCTICA. PREGUNTAS ORDINARIAS Y EVALUABLES

SUPUESTO I

La sociedad anónima XXXX, S.A. es titular de la actividad comercial dedicada a la venta de artículos 
deportivos  en  un  establecimiento  abierto  al  público.  El  día  10  de  enero  de  2023,  anunciando  el 
establecimiento periodo de rebajas, recibe la visita de un funcionario de la Junta de Andalucía, debidamente 
acreditado como inspector de comercio, quien, tras un examen de los artículos ofertados en rebajas y el  
requerimiento y comprobación de documentación relacionada con los mismos facilitada por el encargado de 
la tienda, aprecia que se están ofertando para venta en rebajas artículos adquiridos expresamente para esta 
finalidad.

Con fecha 10 de febrero de 2023, la sociedad anónima XXXX, S.A. recibe una notificación en papel 
remitida por la Delegación Territorial de Empleo, Empresa y Trabajo Autónomo en Sevilla (que pertenece a la 
Consejería con competencias en materia de comercio interior), firmada por la persona titular de la Dirección 
General  de  Comercio,  en  la  que  se  comunica  el  acuerdo  de  31  de  enero  de  2023  de  iniciación  de  un 
procedimiento sancionador, indicando la calificación de los hechos como una infracción grave de la Ley del 
Comercio  Interior  de  Andalucía,  aprobada  por  Decreto  Legislativo  1/2012,  de  20  de  marzo.  Entre  las 
informaciones que contiene el acuerdo notificado se incluye la indicación de que, de conformidad con el 
artículo 79.3 de la Ley de Comercio Interior de Andalucía, el plazo para resolver y notificar la resolución 
expresa del procedimiento sancionador será de diez meses, a contar desde la fecha del acuerdo de inicio.  
Además, se le comunica que tiene la obligación de darse de alta en el sistema de notificaciones electrónicas 
de la Junta de Andalucía y que de no hacerlo se realizará el correspondiente alta en el sistema efectuándose 
por  este  medio  el  resto  de  las  notificaciones del  procedimiento.  Por  otro  lado,  se  le  invita  a  hacer  las 
alegaciones al acuerdo de inicio que entienda que a su derecho le correspondan.

No se realizaron alegaciones al acuerdo de inicio. Por ello, concluida la instrucción del procedimiento 
sancionador, se formuló propuesta de resolución notificada a la sociedad XXXX, S.A. el día 14 de septiembre 
de 2023, indicando la puesta de manifiesto del procedimiento y otorgando un plazo de quince días para 
formular  alegaciones  y  presentar  los  documentos  e  informaciones  que  la  sociedad  anónima  estimara 
pertinente. La sociedad dejó transcurrir el plazo sin cumplimentar el trámite otorgado. 

El órgano titular de la competencia dicta resolución de 20 de noviembre de 2023, finalizadora del 
procedimiento sancionador, por la que se impone una sanción de multa en cuantía de 15.000 euros por una 
infracción grave de la Ley de Comercio Interior de Andalucía. La notificación de la resolución fue puesta a 
disposición de la sociedad anónima XXXX, S.A. el día 24 de noviembre de 2023 y el acceso a su contenido se 
realizó el día 4 de diciembre de 2023.

En la resolución sancionadora se indica que contra la misma cabrá interponer recurso de alzada ante 
la Secretaría General de Empresa y Trabajo Autónomo, en el plazo de un mes desde la notificación de la  
resolución.

El día 2 de enero de 2024, la sociedad XXXX, S.A. presenta de forma telemática escrito dirigido a la 
Dirección General de Comercio Interior mediante el que interpone recurso de alzada contra la resolución 
sancionadora. 

Las cuestiones que se plantean en el recurso son las siguientes: 
A)  Caducidad  del  procedimiento  sancionador,  pues  aunque  la  resolución  sancionadora  que  puso  fin  al 
procedimiento se dictó con anterioridad, cuando tiene lugar la notificación se había superado el plazo de 
duración del procedimiento previsto legalmente. 
B) Falta de competencia de la autoridad que envía el acuerdo de inicio.
C) Falta de competencia de la autoridad que firma la resolución sancionadora.
D) Error en la calificación de la infracción, calificada como grave cuando debería ser leve.
E) Subsidiariamente, error en la cuantificación de las sanciones, puesto que no se motiva el importe superior 
al mínimo de la sanción grave.
F) Invalidez del acuerdo de inicio, puesto que la notificación de éste se debió producir electrónicamente al  
estar la sociedad anónima dada de alta en el sistema de notificaciones electrónicas de la Junta de Andalucía.
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101. En relación al contenido del acuerdo de iniciación del procedimiento sancionador notificado  a  la 
sociedad presuntamente infractora,  conforme al  artículo 64 de la Ley 39/2015,  de 1 de octubre,  del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, qué indicación NO es necesaria 
que se contenga en el mismo:

A) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del régimen 
de recusación de los mismos. 

B) Los recursos administrativos o judiciales que cabrán en su caso contra una resolución finalizadora del 
procedimiento que imponga una sanción, así como el órgano administrativo o judicial ante el que deban 
presentarse y plazo para interponerlos.

C) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia.

102. La fecha de inicio del cómputo del plazo de caducidad del procedimiento sancionador es:

A) La fecha en la que se firma el acuerdo de inicio.
B) La fecha en la que se firma el acta por parte de la persona inspectora.
C) La fecha en la que se notifica el acuerdo de inicio.

103. La propuesta de resolución en el procedimiento sancionador corresponderá formularla, de acuerdo con 
el artículo 89 de la Ley 39/2015:

A) Al Secretario del procedimiento.
B) Al órgano competente para dictar la resolución que ponga fin al procedimiento.
C) Al órgano instructor.

104. Al resolverse sobre la alegación de la caducidad del procedimiento, el recurso de alzada debe:

A) Desestimarse, porque la puesta a disposición de la notificación fue anterior a que se superase el plazo de 
diez meses para dictar y notificar la resolución fijada en la ley reguladora del procedimiento.

B) Inadmitirse, porque al interponerse había transcurrido el plazo de un mes para la interposición del recurso, 
que empieza desde la puesta a disposición de la notificación de la resolución, confirmando la resolución.

C) Inadmitirse, porque es extemporáneo. No obstante, debe dictarse de oficio la caducidad del procedimiento 
sancionador.

105. Si se acordara la caducidad del procedimiento sancionador:

A) Sería necesario realizar una nueva inspección para comprobar si se siguen produciendo los hechos para 
abrir un nuevo procedimiento sancionador.

B) Se extinguiría la responsabilidad y no se podría abrir procedimiento sancionador por los mismos hechos.
C) Se podría abrir un nuevo procedimiento sancionador basándose en la misma acta si la infracción no ha 

prescrito.

106. La fecha que hay que tomar como referencia para el inicio del plazo de la prescripción de la infracción 
es:

A) 10 de febrero de 2024.
B) 10 de enero de 2023. 
C) 20 de noviembre de 2023.
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SUPUESTO 2

El día 17 de marzo de 2023,  don XYZ, administrador de la sociedad XXXX, S.A,  acompañado del 
asesor jurídico de la empresa, don FBJ, quienes habían concertado una cita con el instructor del expediente 
sancionador,  se habían desplazado a la  sede de la  Delegación Territorial  de Empleo,  Empresa y Trabajo 
Autónomo en Sevilla.  Dentro del  edificio son conducidos a un despacho por un ordenanza que tiene la 
condición de personal laboral al servicio de la Junta de Andalucía y que presta sus servicios en la referida 
Delegación Territorial. En uno de los pasillos, a consecuencia de que el suelo estaba mojado por haberse 
fregado, sin señalización de esta circunstancia, el asesor jurídico resbaló y sufrió una caída que le produjo 
lesiones que necesitaron asistencia sanitaria y tratamiento médico y rehabilitador, siendo dado de alta por 
curación el día 1 de octubre de 2023. Tras la caída, y hasta que llegó la asistencia sanitaria avisada por el 
servicio de seguridad del edificio, don XYZ realizó, a petición del asesor jurídico, fotografías del lugar de la 
caída y su entorno.

La Administración tiene concertado contrato de seguro que cubre el siniestro producido.

El asesor jurídico de la sociedad, en su propio nombre, realiza una presentación electrónica general el 
día 10 de mayo de 2024, a la que acompaña un escrito en el que solicita la iniciación de un procedimiento de 
responsabilidad patrimonial que dirige a la Consejería de Empleo, Empresa y Trabajo Autónomo, cumpliendo 
con los requisitos que recoge el artículo 67.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, acompañando entre otros 
extremos una serie de archivos de fotografías en el que se aprecia una persona que se identifica como el 
solicitante caída en el suelo y muy cerca se ve un carrito de los utilizados habitualmente por el personal de  
limpieza, así  como a una persona con un uniforme de limpieza, acompañando un informe de un técnico 
informático que asevera la fecha y hora de creación de los archivos de las fotografías, coincidentes con la de  
la caída sufrida por el interesado.

En el escrito de solicitud se cuantifica la indemnización solicitada en 55.000 euros.

107. Sobre la solicitud de iniciación del procedimiento de responsabilidad patrimonial:.

A) Debe  inadmitirse  porque  los  interesados  solo  podrán  solicitar  el  inicio  de  un  procedimiento  de 
responsabilidad patrimonial  cuando no haya prescrito su derecho a reclamar,  lo que ocurrió al  año de 
producirse la caída.

B) Debe  inadmitirse  porque  los  interesados  solo  podrán  solicitar  el  inicio  de  un  procedimiento  de 
responsabilidad patrimonial  cuando no haya prescrito su derecho a reclamar, lo que ocurrió a los seis 
meses de producirse la caída.

C) Debe tramitarse el procedimiento de responsabilidad patrimonial porque no ha transcurrido el plazo de 
prescripción

108. El inicio del procedimiento de responsabilidad patrimonial:

A) Debe ser comunicado a la empresa de limpieza y a la compañía de seguros, quienes podrán personarse 
como personas interesadas para tener conocimiento del procedimiento pero sin poder realizar alegaciones 
ni proponer pruebas.

B) Debe ser comunicado a la empresa de limpieza y a la compañía de seguros, quienes pueden personarse 
en el procedimiento como personas interesadas, formular alegaciones y proponer pruebas.

C) Puede ser  comunicado,  si  la  Administración  lo  considera  necesario,  a  la  empresa de limpieza y  a  la 
compañía de seguros.

109. En el procedimiento, el instructor deberá solicitar:

A) Informe a la Delegación Territorial en cuya sede se produjo:la caída y dictamen al Consejo Consultivo de 
Andalucía.

B) Informe a la Delegación Territorial en cuya sede se produjo la caída, dictamen al Consejo Consultivo de 
Andalucía y dictamen del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

C) Informe a la Delegación Territorial en cuya sede se produjo la caída y dictamen del Gabinete Jurídico de la 
Junta de Andalucía.
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110. El  instructor  del  procedimiento  le  pregunta  si  puede  acordar  la  tramitación  simplificada  del 
procedimiento de responsabilidad patrimonial:

A) Sí, cabe la tramitación simplificada del procedimientos de responsabilidad patrimonial que puede acordarse 
en cualquier momento anterior a la resolución.

B) Sí, cabe la tramitación simplificada del procedimiento de responsabilidad patrimonial, pero debe acordarse 
antes de la práctica de las pruebas.

C) No, la tramitación simplificada solo está prevista para el  procedimiento administrativo común y para el 
procedimiento sancionador por infracciones leves.

111. Contra la resolución que ponga fin al procedimiento de responsabilidad patrimonial cabrá interponer:

A) Recurso de alzada.
B) Recurso de alzada o recurso potestativo de reposición, según el órgano competente para dictarla.
C) Recurso potestativo de reposición o recurso contencioso-administrativo.

SUPUESTO 3

El servicio de limpieza de la Delegación, cuando se produce la caída de don FBJ, está externalizado 
mediante un contrato de servicios que fue adjudicado a la sociedad de responsabilidad limitada YYY, S.R.L. El 
trabajador que se encontraba realizando las labores de limpieza,  don NNN,  tiene un contrato de trabajo 
indefinido con la empresa de limpieza adjudicataria del servicio desde el día 1 de diciembre de 2022, siendo el 
único periodo cotizado en los últimos cinco años el coincidente con este contrato de trabajo. El mismo día de 
la caída (17 de marzo de 2023), al volver a su casa tras una cena con amigos, don NNN sufre una caída tras 
ser golpeado por un patinete. Como consecuencia de la caída sufre una rotura del brazo derecho y fuertes 
contusiones que le impiden prestar sus servicios y determinan su incapacidad temporal.

Don NNN recibe el día 20 de marzo de 2023 una comunicación de la empresa YYY, S.R.L. en la que se 
le notifica su despido con fecha de efectos del día 22 de marzo de 2023, que fundamenta en un artículo del  
convenio colectivo de la empresa que recoge como falta grave «la no adopción de las medidas necesarias 
para evitar los riesgos derivados de las labores de limpieza encomendadas si produjeran un grave daño a la  
empresa o terceros». En el Convenio Colectivo de la empresa se establece entre las sanciones para las faltas 
graves la de despido.

112. Sobre las consecuencias del accidente sufrido por el trabajador:

A) Al trabajador no le será reconocida una incapacidad temporal al derivar las lesiones que incapacitan para el 
trabajo de un accidente común.

B) Al trabajador no le será reconocida una incapacidad temporal derivada de accidente común porque no 
acredita  un  periodo  mínimo  de  cotización  de  180  días  en  los  5  años  inmediatamente  anteriores  al 
accidente.

C) Al trabajador le será reconocida una incapacidad temporal porque en caso de accidente común no se exige 
periodo previo de cotización.

113. Si  procediera el  reconocimiento de la incapacidad temporal  a don NNN, la cuantía del  subsidio,  en 
porcentaje de la base reguladora que le correspondería sería:

A) Desde el cuarto día de la baja hasta el día veinte, el 60% y desde el día veintiuno de baja en adelante el 
75%.

B) Desde el cuarto día de la baja hasta el día veinte, el 70% y desde el día veintiuno de baja en adelante el 
75%.

C) Desde el tercer día de la baja hasta el día veintiuno el 60% y desde el día veintidós de baja en adelante el 
75% por ciento.

114. El  trabajador  no  está  de  acuerdo  con  el  despido  y  le  consulta  el  plazo  que  tiene  para  oponerse 
formalmente a la decisión de la empresa. ¿Cuál de estas respuestas considera la correcta?:

A) Un plazo de 20 días hábiles a contar desde el día 22 de marzo de 2022, fecha del despido.
B) Un plazo de 30 días hábiles a contar desde el  día 20 de marzo de 2022, fecha de la notificación del 

despido.
C) Un plazo de 20 días hábiles a contar desde el  día 20 de marzo de 2022, fecha de la notificación del 

despido.
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115. Celebrado el juicio por despido ante el Juzgado de lo Social n.º 2 de Sevilla, el Juez en su sentencia 
declarará el despido:

A) Nulo, porque se ha producido estando el trabajador en situación de incapacidad temporal, con condena de 
readmisión inmediata del trabajador.

B) Procedente, si el empresario prueba el incumplimiento alegado en la carta de despido, sin indemnización ni 
salarios de tramitación.

C) Improcedente,  porque  se  ha  producido  estando  el  trabajador  en  situación  de  incapacidad  temporal, 
pudiendo optar el empresario por la readmisión con salarios de tramitación o por la indemnización.

SUPUESTO 4

En el mes de diciembre de 2022, se publica en BOJA, por la Consejería competente en materia de 
turismo, orden por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de subvenciones a personas 
físicas  y  jurídicas  para  la  adaptación  de  establecimientos  hoteleros  destinadas  a  mejorar  su  eficiencia 
energética de la comunidad autónoma de Andalucía en régimen de concurrencia no competitiva, así como la 
convocatoria de las mismas.

Las bases reguladoras, entre otras previsiones, recogen las siguientes:

• Las subvenciones financiarán hasta el 80% del gasto total de las actuaciones.
• La subvención no será compatible con otras ayudas para la misma finalidad concedidas por otras 

Administraciones Públicas y procederá el reintegro de la cantidad entregada de acuerdo con el art. 
37.1 de la Ley General de Subvenciones.

• La justificación será posterior al cobro de la subvención y no podrá abonarse a la persona o entidad 
beneficiaria un importe superior  al  50% de la subvención,  sin que se justifiquen previamente los 
pagos anteriores, excepto en los supuestos en que el importe de la subvención sea igual o inferior a 
6.000 euros.

• El IVA no será subvencionable.
• El plazo de ejecución de la obra será de seis meses desde la notificación de la resolución. 
• El plazo de justificación será de un mes a contar desde la notificación al órgano del fin de la ejecución 

de la obra.

Hoteles del Suroeste S.A. resulta beneficiario de una subvención de 24.000 euros para la realización 
de una obra de reforma y cambio de ventanas por importe de 40.000 euros, IVA excluido. Tras la terminación 
de la obra, en el trámite de justificación, Hoteles del Suroeste S.A. aporta facturas que justifican un gasto de 
30.000 euros más 5.500 euros de IVA.

Hotel de la Sierra S.A. no resulta beneficiaria en la propuesta provisional de resolución al declarar en 
la solicitud ser beneficiario de otras ayudas concedidas por otras Administraciones Públicas para la misma 
actuación. En la resolución definitiva resulta beneficiario de una subvención por importe de 7.000 euros para 
financiar una obra cuyo importe es de 10.000 euros, IVA excluido. Transcurrido el plazo de ejecución del  
contrato, el beneficiario presenta en fecha facturas que justifican un gasto de 10.000 euros más IVA.

Don HBA resulta beneficiario de una subvención de 4.000 euros para una actuación por importe de 
6.000 euros, IVA excluido, aportando facturas de gastos por importe de 7.000 euros más IVA.

Casas Rurales La Vega S.R.L. recibe una subvención de 14.000 euros, para financiar unas actuaciones 
por importe de 18.000 euros, IVA excluido.

Doña GJH recibe una subvención de 14.000 euros para financiar una actuación de 18.000 euros, IVA 
excluido.

116. Conforme a la documentación justificativa aportada por Hoteles del Suroeste S.A., habría que ajustar el 
importe a percibir a:

A) 24.000 euros.
B) 18.000 euros.
C) 21.300 euros.
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117. En la fase de justificación referida al supuesto anterior se remitirá a la Intervención:

A) Una propuesta de documento "J” por 12.000€ acompañado del certificado de finalidad y una propuesta de 
documento “O” en firme con justificación previa por 12.000 €. 

B) Un documento “D/” por 6.000 €,    una propuesta de documento “J” por 12.000 € acompañado del certificado 
de finalidad y una propuesta de documento “O” en firme con justificación previa por 6.000 €. 

C) Un documento “D/” por 2.700 €,    una propuesta de documento “J” por 12.000 € acompañado del certificado 
de finalidad y una propuesta de documento “O” en firme con justificación previa por 9.300€. 

118. En lo que respecta a la resolución definitiva por la que se concede la subvención a Hotel de la Sierra 
S.A., constando que es beneficiario de otras ayudas concedidas por otras Administraciones Públicas 
para la misma actuación:

A) Procederá su revisión de oficio y la declaración de nulidad de la resolución definitiva por la Administración.
B) La  Junta  de  Andalucía  podrá  impugnar  la  resolución  definitiva  ante  la  jurisdicción  contencioso-

administrativa previa declaración de su lesividad para el interés público.
C) Se podrá exigir  la devolución del importe abonado a Hotel  de la Sierra S.A. sin previa declaración de 

nulidad o anulación.

119. En el órgano concedente se recibe con fecha 20 de agosto de 2023 la notificación enviada por don HBA 
de  la  finalización  de  la  obra  realizada.  El  día  2  de  noviembre  de  2023  se  constata  por  la  unidad 
administrativa encargada de la comprobación que no se ha presentado en el plazo exigido en las bases 
la documentación justificativa de la subvención. ¿Qué actuación administrativa procede?

A) Los órganos o  unidades responsables  de  la  comprobación  requerirán  a  don HBA para  que aporte  la 
documentación justificativa en el plazo máximo de quince días.

B) Procederá dictar el acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro y su notificación a don HBA.
C) Procederá dictar los acuerdos de inicio de los procedimientos de reintegro y sancionador y su notificación a 

don HBA.

120. Casas Rurales La Vega S.R.L. presentó la documentación justificativa de la subvención dentro de plazo 
el día 14 de septiembre de 2023. El día 4 de abril de 2024 el órgano concedente no ha procedido a la 
comprobación formal de la documentación justificativa. La consecuencia jurídica que se produce es:

A) El procedimiento de comprobación de subvenciones habría de considerarse caducado y procederse al 
archivo transcurridos 6 meses desde la presentación de la justificación.

B) Podrá dar lugar a la solicitud de intereses de demora desde el cumplimiento del plazo de 6 meses y hasta 
el pago de la subvención si el mismo, finalmente, procede.

C) Se considerará justificada la subvención y dará lugar al pago del importe pendiente de la subvención con 
abono del interés legal desde la fecha de presentación de la justificación hasta el pago.
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156. En el  SUPUESTO 1, si  fueran ciertas las alegaciones sobre la falta de competencia del órgano que 
acuerda el inicio y del órgano que resuelve:

A) Hacen que el recurso tenga que ser estimado.
B) Se puede convalidar en la resolución del recurso el acuerdo de inicio pero no la resolución.
C) En  la  resolución  del  recurso  se  puede  acordar  la  convalidación  de  la  resolución  del  procedimiento 

desestimándose el recurso si la autoridad que lo firma es la competente para resolver.

157. En el SUPUESTO 1, al resolver la alegación de falta de competencia de la autoridad que envía el acuerdo 
de inicio debe:

A) Rechazarse  la  alegación  porque  la  competencia  que  debe  ser  correcta  es  la  de  quien  resuelve  el 
expediente.

B) Rechazarse la alegación porque la competencia que debe ser correcta es la del órgano que acuerda el 
inicio.

C) Admitirse la alegación porque a pesar de que el órgano que acuerda el inicio es el competente, lo envía un 
órgano incompetente.

158. En el SUPUESTO 4, tras la concesión de la subvención y cobro del 50% de su importe, doña GJH decide 
no realizar  la  obra y devolver su importe,  por lo que se procederá a devolver a la  Administración,  
además del importe de 7.000 euros recibidos:

A) El interés de demora aplicable en materia de subvenciones desde el momento del pago de la subvención y 
hasta el momento en que se produjo la devolución efectiva.

B) El interés de demora aplicable en materia de subvenciones desde el momento de la notificación de la 
resolución de concesión y hasta el momento en que se produjo la devolución efectiva.

C) El interés legal desde el momento del pago y hasta el momento en que se recibió la devolución efectiva.

22 de 22


